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CERTIORARI 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, Sala 
Superior de San Juan. 
 
 
 
Caso núm.:  
K DP2013-0527. 
 
 
 
Sobre: 
daños y perjuicios. 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la Jueza 
Romero García y la Juez Méndez Miró.   
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de enero de 2020. 

La parte peticionaria, Brenda Nevárez Calderón, y otros, instó el 

presente recurso de certiorari el 3 de octubre de 2019. Mediante este, 

impugnó la Resolución emitida y notificada el 4 de septiembre de 2019, por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan. En ella, el foro 

primario denegó la Moción de Reconsideración presentada por la parte 

recurrida. A su vez, dejó parcialmente sin efecto la orden del 19 de agosto 
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de 2019, específicamente lo referente a que se permitiera que las partes 

presentaran un nuevo informe pericial en 45 días. Lo anterior tuvo como 

resultado que la orden del 8 de mayo de 2019 cobrara vigencia. Conforme 

a la misma, la parte peticionaria está impedida de presentar un nuevo 

informe pericial. 

Con el beneficio de la postura de la parte recurrida y según el 

derecho y los hechos aplicables a la controversia, expedimos el auto de 

certiorari, revocamos la determinación aquí recurrida y devolvemos al 

Tribunal de Primera Instancia con el propósito de permitir la reapertura del 

descubrimiento de prueba de manera limitada a la causa de acción de lucro 

cesante.  

I 

 La causa de acción sobre daños y perjuicios ante nuestra 

consideración es producto de un caso de impericia médica. En específico, 

Brenda Nevárez Calderón (doña Brenda) tuvo un bebé por cesárea. A partir 

de ello, ya dada de alta, comenzó a experimentar fiebre alta y dolor en las 

articulaciones, entre otros síntomas. Luego de múltiples visitas a su 

obstetra y otros médicos, meses después de la cesárea, resultó que 

padecía de una infección o endocarditis infecciosa, que conllevó una 

cirugía de corazón abierto y el remplazo de la válvula aórtica.  

Ahora bien, los hechos atinentes a la controversia ante nuestra 

consideración surgen a raíz de un asunto procesal. Resulta pues que, allá 

para el 17 de abril de 2019, la parte demandante y aquí peticionaria solicitó 

al foro primario permiso para notificar un informe pericial relacionado con 

la causa de acción de lucro cesante1. En aquel entonces, el juicio en su 

fondo estaba señalado para comenzar el 16 de septiembre de 2019. 

Conforme a ello, la parte peticionaria fundamentó su solicitud para 

presentar un informe pericial en que, en vías de sustentar el reclamo de 

lucro cesante, el mismo resultaba necesario. Asimismo, indicó que la 

 
1 Resulta meritorio aclarar que, pese a que la demanda fue presentada el 30 de abril de 
2013, la causa de acción por lucro cesante fue incluida mediante enmienda a la demanda 
presentada el 18 de mayo de 2017.  
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presentación del referido informe no afectaría la celebración del juicio en 

su fondo, ni los derechos de las partes codemandadas. Cónsono a lo 

anterior, indicó que, faltando más de 5 meses para la celebración del juicio 

en su fondo, las partes tenían tiempo suficiente para completar cualquier 

descubrimiento de prueba pertinente.  

La parte recurrida presentó su Oposición a “solicitud de autorización 

para que se permita notificación de informe pericial”. En síntesis, esta 

argumentó que permitir el informe pericial objeto de discusión obligaría a 

un extenso descubrimiento de prueba, que tendría como resultado alterar 

el señalamiento del juicio. Además, de ser necesario, conllevaría tomar la 

deposición del CPA, Elías Fernández, contratar peritos y rendir informes 

periciales. Es decir, según la parte recurrida, conceder lo solicitado por la 

parte peticionaria iría en contra de la economía procesal de los trámites 

judiciales.  

Tras evaluar los argumentos de ambas partes, el foro recurrido2 

denegó la solicitud de la parte peticionaria y su posterior moción de 

reconsideración. Así pues, insatisfecha, el 3 de junio de 2019, esta acudió 

ante este Tribunal y presentó un escrito de certiorari3.  

Sin embargo, el 6 de agosto de 2019, los aquí peticionarios 

informaron que el perito del Hospital Auxilio Mutuo (Hospital), el Dr. Juan 

A. Rosado Matos, había fallecido. Ese mismo día, compareció el Hospital 

y manifestó que su perito sí había fallecido, pero que no tenía intención de 

sustituirlo, por lo que el juicio debía comenzar en septiembre, cual 

calendarizado. Además, el Hospital anunció que se valdría del testimonio 

del perito del codemandado, el Dr. Miguel Vázquez Guzmán.  

Así las cosas, el 13 de agosto de 2019, notificado el 15 de agosto 

de 2019, el foro primario emitió una orden en la que dispuso, en síntesis, 

que las partes debían indicar si estaban de acuerdo en dejar sin efecto el 

 
2 El foro primario denegó la solicitud de la parte peticionaria por el fundamento de que la 
misma no constituía justa causa.  
 
3 Véase, KLCE201900892, Brenda Nevárez Calderón, y otros (peticionarios) v. Hospital 
Español Auxilio Mutuo, y otros.  
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juicio en su fondo, a los fines de permitir el testimonio de los peritos de 

ambas partes. Contrario a la parte peticionaria, la parte recurrida se opuso 

a la suspensión del juicio.  

Así las cosas, el 19 de agosto de 2019, notificada el 20 de agosto 

de 2019, el Tribunal de Primera Instancia emitió una orden en la que dejó 

sin efecto el juicio en su fondo y permitió a las partes notificar un nuevo 

informe pericial en el término de 45 días.  

Con relación al recurso de certiorari presentado el 3 de junio de 

2019, los peticionarios presentaron un Aviso de Desistimiento ante este 

Tribunal, en el cual notificaron que el recurso se había tornado académico 

debido a la orden emitida por el foro primario el 19 de agosto de 2019.  

A raíz de lo anterior, la parte recurrida, el Dr. Miguel Vázquez 

Guzmán, el 27 de agosto de 2019, presentó una Moción de 

Reconsideración. En esta adujo que la moción presentada por la parte 

peticionaria que informó del deceso del perito del Hospital había inducido 

a error al foro primario. Consecuentemente, solicitó que se reconsiderara 

la orden emitida el 19 de agosto de 2019, de modo que el juicio en su fondo 

se mantuviera pautado para los días 16 hasta el 27 de septiembre de 2019.  

La parte peticionaria presentó su oposición a la solicitud antes 

mencionada. No obstante, el 4 de septiembre de 2019, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió una Resolución en la que denegó la Moción de 

Reconsideración del recurrido. Sin embargo, dejó sin efecto parcialmente 

la orden del 19 de agosto de 2019. En específico, lo referente a permitir 

que las partes presentaran un nuevo informe pericial en 45 días. 

Consecuentemente, restableció la vigencia de la orden del 8 de mayo de 

2019, la cual no permitía que la parte aquí peticionaria presentara un nuevo 

informe pericial. En virtud de lo anterior, re señaló el juicio en su fondo para 

el 8 y hasta el 19 de marzo de 2021.  

A la luz de esta determinación, el 11 de septiembre de 2019, la parte 

peticionaria presentó una Moción de Reconsideración de Sentencia por 

Desistimiento ante nuestro panel hermano. Este denegó la misma pues se 
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recurría de una decisión que fue emitida luego de que este Tribunal emitiera 

su sentencia.  

Así pues, luego de ciertos trámites procesales, el 3 de octubre de 

2019, la parte peticionaria acudió nuevamente ante este Tribunal de 

Apelaciones para que se dejase sin efecto la Resolución emitida por el 

tribunal primario el 4 de septiembre de 2019, relacionada con la 

denegatoria de presentar un nuevo informe pericial. En lo atinente, apuntó 

la comisión de los siguientes errores: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al excluir el informe 
pericial presentado por la parte demandante, a pesar de 
señalar el juicio en su fondo para comenzar el 8 de marzo de 
2021. Es decir, en exceso de dieciocho (18) meses desde que 
se emitió la orden. 
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al concluir que el 
representante legal de la parte demandante le indujo a error 
a pesar de que los escritos presentados claramente expresan 
las posturas de las partes.   

 
 A raíz de lo anterior, la parte peticionaria adujo que, al postergar por 

18 meses el juicio en su fondo, no existía razón para denegar la notificación 

del informe pericial que había solicitado. Inclusive, alegó que fue 

precisamente el corto tiempo que mediaba entre la notificación del informe 

y el juicio uno de los fundamentos que utilizó la parte recurrida para 

oponerse a la presentación de un nuevo informe pericial. De otra parte, 

sostuvo que no había fundamento ni base alguna que sostuviera las 

conclusiones del foro recurrido con relación a que el abogado que suscribió 

la petición de autos hubiera intentado inducir a error al tribunal. 

 Por otro lado, el 22 de octubre de 2019, la parte recurrida, el Dr. 

Miguel Vázquez Guzmán, presentó su Oposición a petición de certiorari. 

En la mismo arguyó, entre otras cosas, que la parte peticionaria había 

fallado en demostrar justa causa para solicitar tardíamente la presentación 

de un nuevo informe pericial. Por otro lado, el recurrido arguyó que permitir 
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que la parte peticionaria presentase el referido informe conllevaría 

beneficiar a la parte que había mostrado falta de diligencia en el pleito. Por 

consiguiente, solicitó que este Tribunal confirmara la Resolución del 4 de 

septiembre de 2019. 

II 

De ordinario, aquel que presenta un recurso de certiorari pretende la 

revisión de asuntos interlocutorios, que han sido dispuestos por el foro de 

primera instancia en el transcurso y manejo del caso. Ahora bien, distinto 

al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre mediante certiorari 

tiene discreción para atender el asunto planteado, ya sea expidiendo el 

auto o denegándolo. Véase, Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 

DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). Así, 

pues, el certiorari es un recurso extraordinario cuya característica se 

asienta en “[…] la discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar 

su expedición y adjudicar sus méritos.” IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 

DPR 307, 338 (2012). 

Por su lado, la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil de 2009, 

delimitó los asuntos que este Tribunal puede revisar mediante el recurso 

de certiorari.  A saber:  

.             .            .            .            .           .           .            .           
 
El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, el 
Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 
cuando se recurra de decisiones sobre la admisibilidad 
de testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos 
relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones de rebeldía, 
en casos de relaciones de familia, en casos que revistan 
interés público o en cualquier otra situación en la cual esperar 
a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la 
justicia. Al denegar la expedición de un recurso de certiorari 
en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que 
fundamentar su decisión. 
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Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por 
el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia 
sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no 
perjudiciales. 

 
32 LPRA Ap. V, R. 52.1. (Énfasis nuestro).       

De otra parte, la discreción para entender en el recurso de certiorari 

no se ejerce en el vacío. La Regla 40 del Reglamento de este Tribunal 

establece los criterios que debemos considerar al momento de ejercer 

nuestra facultad discrecional; a decir:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.     
           
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.           
  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.             
  
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.           
 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.         
        
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.     
  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.   

 
Cual reiterado, este Tribunal no habrá de intervenir con el ejercicio 

de la discreción en los asuntos interlocutorios ante la consideración del 

Tribunal de Primera Instancia, salvo en “[…] un craso abuso de discreción 

o que el tribunal [haya actuado] con prejuicio y parcialidad, o que se [haya 

equivocado] en la interpretación o aplicación de cualquier norma procesal 

o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará 

un perjuicio sustancial”. Lluch v. España Service, 117 DPR 729, 745 (1986).  

Lo anterior le impone a este Tribunal la obligación de ejercer 

prudentemente su juicio al intervenir con el discernimiento del foro primario, 

de forma que no se interrumpa injustificadamente el curso corriente de los 
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casos ante ese foro. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008). Además, aunque la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil 

confiere competencia a este foro apelativo para intervenir y acoger un 

certiorari sobre asuntos interlocutorios o dispositivos, ello está sujeto al 

ejercicio de nuestra discreción a los efectos de expedirlo o denegarlo. 

III 

 En su primer señalamiento de error, la parte peticionaria sostuvo, en 

síntesis, que el Tribunal de Primera Instancia incidió al excluir el informe 

pericial presentado por esta, a pesar de señalar el juicio en su fondo para 

comenzar el 8 de marzo de 2021. Es decir, en exceso de dieciocho (18) 

meses desde que se emitió la orden.  

 En lo que nos compete, el 18 de mayo de 2017, la demanda del caso 

de autos fue enmendada a los fines de incluir una reclamación por lucro 

cesante. Posteriormente, el 17 de abril de 2019, la parte aquí peticionaria 

solicitó al foro recurrido permiso para notificar un informe pericial 

relacionado con dicha causa de acción. Sin embargo, ante la oposición de 

la parte recurrida, y luego de analizar la posición de ambas partes, el 

Tribunal de Primera Instancia denegó la misma por el fundamento de que 

la aquí peticionaria no había mostrado justa causa para su petición.  

 De otra parte, resulta importante destacar que la parte recurrida 

esbozó, como argumento principal en contra de permitir la notificación del 

informe pericial, que el descubrimiento de prueba había culminado e, 

incluso, que hacía alrededor de un año se había celebrado la conferencia 

con antelación al juicio. A su vez, expuso que re abrir el referido 

descubrimiento de prueba prolongaría en exceso los procedimientos, 

afectando así el señalamiento para el comienzo del juicio el 16 de 

septiembre de 2019. Por tanto, y en ánimo de garantizar la economía 

procesal del caso, solicitó al foro primario denegar la solicitud de la parte 

peticionaria. 

 Ahora bien, luego del deceso del perito del Hospital y de ciertos 

incidentes procesales, el Tribunal de Primera Instancia dejó sin efecto el 



 
 

 
KLCE201901308    

 

9 

señalamiento del juicio y concedió un término de cuarenta y cinco (45) días 

a ambas partes para notificar nuevos informes periciales.  

 Sin embargo, ante una Moción de Reconsideración de la parte 

recurrida, el Dr. Miguel Vázquez Guzmán, el foro primario emitió una 

Resolución. En la misma, denegó la moción del recurrido, pero revocó su 

determinación respecto al término de cuarenta y cinco (45) para presentar 

un nuevo informe pericial. Por otro lado, re señaló el juicio en su fondo para 

el 8 y hasta el 19 de marzo de 2021. 

 A tenor con lo anterior, debemos recalcar que, si bien es cierto que 

el término para llevar a cabo el descubrimiento de prueba había culminado, 

el mismo es directivo y no jurisdiccional. Es decir, “[e]l tribunal tendrá la 

facultad para prorrogar o acortar dicho término según las circunstancias del 

caso lo ameriten y garanticen una pronta solución de la controversia.” Lluch 

v. España Service, 117 DPR, a la pág. 741. 

 Aquí, según discutimos, la parte recurrida se opuso tenazmente, 

tanto a la presentanción de un nuevo informe pericial, como al re 

señalamiento del juicio. Inicialmente, su argumento estuvo basado en la 

economía de los procedimientos judiciales. Sin embargo, mediante la 

resolución recurrida, el foro primario re señaló el juicio para comenzar 

dieciocho (18) meses más tarde que la fecha originalmente pautada.  

 Así pues, tras varios intentos infructuosos de la parte peticionaria de 

presentar un nuevo informe pericial, esta acudió nuevamente ante este 

Tribunal. Fundamentó sus señalamientos de error en que, en nuestro 

ordenamiento jurídico, garantizar la oportunidad de presentar prueba es un 

elemento fundamental del debido proceso de ley. Conforme a ello, planteó 

que el descubrimiento de prueba debía ser amplio y liberal, siempre que 

las materias no fueran de carácter privilegiado y que fueran pertinentes al 

asunto en controversia.  

 A su vez, la parte peticionaria indicó que, debido al re señalamiento 

del juicio, las partes litigantes podían llevar a cabo el descubrimiento de 

prueba en lo referente a las partidas de lucro cesante sin afectar el nuevo 
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señalamiento. No obstante, arguyó que, de no autorizarse la notificación 

del informe pericial, la parte aquí peticionaria sí vería afectados sus 

derechos, pues estaría impedida de sostener su reclamo de lucro cesante.  

 Por otro lado, la parte recurrida, en su escrito en oposición, limitó 

sus argumentos a la falta de diligencia de la parte demandante y aquí 

peticionaria para presentar, de forma oportuna, la solicitud para notificar un 

nuevo informe pericial. Por tanto, sostuvo que el foro primario había 

actuado correctamente.  

 Ahora bien, concluimos que el foro primario, al ejercer su discreción 

de prolongar o acortar el término para llevar a cabo un descubrimiento de 

prueba adicional, debió hacer un balance entre dos intereses de gran 

importancia para el adecuado desenvolvimiento de la labor de impartir 

justicia. De una parte, se debe garantizar la pronta solución de las 

controversias, y de otra, velar por que las partes tengan la oportunidad de 

llevar a cabo un amplio descubrimiento de forma tal que en la vista en su 

fondo no surjan sorpresas4.  

 Por otro lado, si bien es norma reiterada que este Tribunal no debe 

intervenir en el ejercicio de la discreción de los foros primarios, nuestra 

intervención en esta controversia se ejerce con el único fin de evitar un 

perjuicio sustancial.  

 En la controversia ante nos, el informe pericial que la parte 

peticionaria solicitó notificar está limitado a la causa de acción de lucro 

cesante. Dicha causa de acción surgió con posterioridad a la demanda 

originalmente presentada y sobre este reclamo no se había anunciado 

prueba.  

 Somos del criterio que modificar la orden del tribunal primario y 

permitir la notificación del nuevo informe pericial no perjudicaría a la parte 

recurrida, ni dilataría la tramitación del caso. Recordemos que el comienzo 

del juicio en su fondo está señalado para el 8 de marzo de 2021. Por tanto, 

al ponderar los intereses en juego, concluimos que la balanza debe 

 
4 Lluch v. España Service, 117 DPR, a las págs. 742-743. 
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inclinarse al esclarecimiento de la verdad. Por consiguiente, nos vemos 

forzados a concluir que el foro primario erró al concederle más peso a 

hechos que resultan inmateriales cuando está en juego dilucidar, de forma 

justa e imparcial, una causa de acción. En lo que nos compete, de no 

concederle a la parte peticionaria la oportunidad de notificar un informe 

pericial limitado a su causa de acción de lucro cesante, le estaremos 

privando de la oportunidad de obtener un remedio adecuado.  

 Por tanto, concluimos que a la parte peticionaria le asiste razón en 

su primer señalamiento de error. Así pues, debido a la determinación antes 

expresada resulta inmaterial discutir el segundo señalamiento de error.   

IV 

Por las razones antes expuestas, expedimos el auto de certiorari y 

revocamos la Resolución emitida y notificada el 4 de septiembre de 2019, 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan. 

En su consecuencia, devolvemos el caso de autos al foro recurrido 

y ordenamos la reapertura del descubrimiento de prueba con relación 

únicamente a la causa de acción de lucro cesante. 

 Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

    Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


